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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público  

Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca  

 

Santiago de Cali, Diez (120) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

         

        Radicación No. 2018-00002 

          Auto No. 293 

 

Conforme lo establece el artículo 220 de la Ley 1952 de 2019, se declara cerrada la 

investigación adelantada contra los Empleados de Secretaría de la Extinta Sala 

Jurisdiccional Disciplinaria  del Valle de Cauca, señores Jaiz Dodamin Sánchez 

Aguirre – Citador Grado IV, Jhon Edison Pérez Ortiz – Oficial Mayor, Julián Andrés 

Gómez Alegría – Oficial Mayor, Guillermo Andrés García Sáenz – Escribiente, Luis 

Arturo Ospina Henao – Secretario, Carlos Alberto González Álvarez- Profesional 

Universitario Grado 19, Claudia Liliana Serrato Delgado, Oficial Mayor y Jaime 

Alberto Hernández Salazar – Oficial Mayor.-  

Por Secretaría Judicial procédase a la notificación de esta providencia. - 

 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

 
(Firma electrónica)  

LUIS ROLANDO MOLANO FRANCO 

Magistrado Ponente 

Firmado Por:

Luis Rolando Molano Franco

Magistrado



Comisión Seccional

De  Disciplina Judicial

Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 76f47ff8d95a66a018943c906000cdfb62a13ccb53f8bc332bd4dc8700ac8c2c

Documento generado en 10/05/2023 04:33:22 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público  

Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca  

 

Santiago de Cali, Diez (10) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

         

        Radicación No. 2018-01608 

          Auto No. 299 

 

Conforme lo establece el artículo 220 de la Ley 1952 de 2019, se declara cerrada la 

investigación adelantada contra la Dra. Aydee Rodríguez Valencia, en su condición 

de Juez Promiscuo Municipal de Vijes, Valle. - 

 

Por Secretaría Judicial procédase a la notificación de esta providencia. - 

 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
 

(Firma electrónica)  

LUIS ROLANDO MOLANO FRANCO 
Magistrado Ponente 

 

Firmado Por:

Luis Rolando Molano Franco

Magistrado

Comisión Seccional

De  Disciplina Judicial

Cali - Valle Del Cauca
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12



 

Código de verificación: d24aa96ccb8e0de3763f61a1e551426f4ba199b981b231882c3abbe3b7c9b35f

Documento generado en 10/05/2023 04:33:24 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
DESPACHO No. 3 –COMISION SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 

DEL VALLE DEL CAUCA 
SALA UNITARIA 

 
 

MAG. INVESTIGADOR:    DR. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 
 
 

RADICADO NO.  76-001-25-02-000-2023-00494-00 
 
 

APROBADO EN ACTA NO. 055 

 
 

Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 
 
 

OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO 
 

Procede  la Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca  en Sala 
Unitaria, a analizar la queja disciplinaria interpuesta por el señor OSCAR 
FERNANDO QUINTERO MESA en contra del JUEZ TERCERO DE FAMILIA DE 
ORALIDAD DE CALI al tenor de lo dispuesto por la Ley 1952 de 2019 (CGD),  a fin 
de  establecer  si  existe  merito o no para inhibirse, indagar previamente o aperturar 
investigación disciplinaria. 
 

SITUACIÒN FACTICA 
 

Mediante comunicacion electrónica del 06 de marzo de 20231, se allego escrito 
de queja en el que se manifesto lo siguiente: 
 
“prevaricato por Omisión, dilación y obstrucción, fraude judicial por por parte de la 
juez a acatar las deficiencias de su sentencia violandoel artículo 7 del CGP, parece 
ser que en la facultad de derecho, no le enseñaron la figura Constitucional de Acción 
de Cumplimiento y DESACATO y de nulidad y restablecimiento del derecho, por lo 
tanto, se denuncia por exceso de ritual manifiesto, violación al CGP, violación al 
imperio de la ley de sumisión y acatar las decisiones de órganos de cierre como 
subordinada, pretendió pasar por encima de sus superiores jerárquicos y crear una 
nueva Constitución, será sancionado y llevada a la cárcel, por prevaricato por 
omisión, dilación y obstrucción, prevaricato por acción, fraude judicial, 
desconocimiento del precedente obligatorio, vulneración de derechos al mínimo 
vital, al mínimo inmóvil, a la vida, a las condiciones dignas, intento de homicidio 

culposo e inducido REQUERIMIENTOS 2020-00118” (Sic). 
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COMPETENCIA 
 

Esta H. Corporación es  competente  para  conocer  de  las  investigaciones 
disciplinarias  en  contra  de  los  abogados,  funcionarios  (jueces  y  fiscales)  y 
empleados  adscritos  a la Rama Judicial,  al tenor de  lo dispuesto en  el  artículo 
257 A de la Constitución Política, que dispone: 
 
“ARTICULO 257A. <Artículo  "adicionado"  por  el  artículo19del  Acto  Legislativo  
2 de 2015. El nuevo texto es el siguiente:> La Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial ejercerá la función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial. 
 
<Apartes tachados INEXEQUIBLES, el aparte subrayado corresponde   a la 
corrección introducida en cumplimiento de la Sentencia C-285-16>. Estará 
conformada  por  siete  Magistrados,  cuatro  de  los  cuales  serán elegidos por 
el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial 
Consejo Superior de la Judicatura previa convocatoria pública reglada 
adelantada  por  la  Gerencia  de la Rama Judicial,  y  tres  de  los  cuales 
serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Presidente 
de la República,  previa convocatoria  pública  reglada.  Tendrán  periodos  
personales  de ocho  años,  y  deberán  cumplir  con  los  mismos  requisitos  
exigidos  para  ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Los  Magistrados  de  la  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  no  podrán  
ser reelegidos.  
 
Podrá  haber  Comisiones  Seccionales  de  Disciplina  Judicial  integradas  como  
lo señale la ley.  
 
La  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  será  la  encargada  de  examinar  
la conducta y sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, 
en la instancia que señale la ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a 
un Colegio de Abogados.  
 
PARÁGRAFO. La  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  y  las  Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de 
acciones de tutela.  
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los  Magistrados  de  la  Comisión  Nacional  
de Disciplina  Judicial  deberán  ser  elegidos  dentro  del  año  siguiente  a  la  
vigencia  del presente acto legislativo. Una vez posesionados, la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial asumirá los procesos disciplinarios de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo   Superior   de   la   Judicatura.   Los   
actuales   Magistrados   de   la   Sala Jurisdiccional  Disciplinaria  del  Consejo  
Superior  de  la  Judicatura,  ejercerán  sus funciones hasta el día que se 
posesionen los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina  Judicial.  Las  
Salas  Disciplinarias  de  los  Consejos  Seccionales  de  la Judicatura serán 
transformadas en Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial. Se  
garantizarán  los  derechos  de  carrera  de  los  Magistrados  y  empleados  de  
las salas   disciplinarias   de   los   Consejos   Seccionales   de   la   Judicatura   
quienes continuarán conociendo de los procesos a su cargo, sin solución de 
continuidad.”  
 
El Capítulo IV de la Ley 1952 de 2019, establece lo que se considera como falta 
disciplinaria, indicando al respecto:  



 
“Artículo 26. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, 
da lugar  a  la  imposición  de  la  sanción  disciplinaria  correspondiente  la  
incursión  en cualquiera de las conductas previstas en este código que conlleven 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto de  intereses,  sin  estar  amparado  
por  cualquiera  de  las  causas  de  exclusión  de responsabilidad contempladas 
en esa ley.” 
 
Por otra parte, el artículo 244 de la Ley 1952 de 2.019 modificado por el artículo 
63 de  la Ley 2094 de 2.021, señala: “Funcionario  competente para proferir 
las providencias.  Los  autos  interlocutorios,  excepto  el  auto  de  terminación, 
y los de sustanciación, serán dictados por el   magistrado   sustanciador. El auto 
de terminación, y la sentencia serán dictadas por la respectiva Sala. (...)”. 
 
Es de anotar que al momento de proferirse esta decisión se encuentra en 
vigencia la  Ley  1952  de  2.019  o  CGD  (29  de  marzo  de  2.022),  luego  se  
debe  ajustar  el procedimiento a lo establecido en el artículo 209, ibídem. 
 
Acreditada la competencia, es necesario realizar el análisis de los fundamentos 
expuestos  en  el  escrito  de  queja,  para  verificar  si  hay  mérito  para  abrir 
investigación  disciplinaria  formal  en virtud  de  la  queja interpuesta por el señor 
OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA en contra del JUEZ TERCERO DE 
FAMILIA DE ORALIDAD DE CALI. 
 
SOLUCIÒN DEL CASO 
 
Sea lo primero precisar que a través de una queja se denuncian ante la  
autoridad competente,  las irregularidades  en  que  incurren  los  servidores 
públicos a efecto de que se inicie la correspondiente investigación disciplinaria y 
se apliquen los correctivos que sean del caso. 
 
Sin embargo, no necesariamente toda información conlleva el inicia de una 
investigación disciplinaria, pues al encontrarse radicada en cabeza del Estado 
la titularidad de la acción disciplinaria, “su  formulación  no  se  traduce  en  el 
inicio  automático  de  la  investigación  disciplinaria,  sino  en  el  hecho  
de facultar a las autoridades competentes para ejercer dicha acción con 
miras a  determinar  el  mérito  de  la  queja,  y  si  es  del  caso,  a  iniciar  
las indagaciones e investigaciones que se consideren pertinentes” 
(subrayado fuera del texto) Sentencia T–412 de 2006 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
 
En tal sentido el Artículo 209 de la Ley 1952 de 2019, dispone que: 
 
“Articulo 209. Decisión Inhibitoria. Cuando la información o queja sea 
manifiestamente temeraria o se  refiera  a  hechos  disciplinariamente  
irrelevantes o  de  imposible ocurrencia o sean presentados de manera 
absolutamente inconcreta o difusa, o cuando la acción  no  pueda  iniciarse, 
el  funcionario  de  plano  se  inhibirá  de  iniciar  actuación alguna. Contra 
esta decisión no procede recurso alguno.” 
 
Al respecto, ha precisado nuestra superioridad funcional que: 
 

“(...)  Esta  figura  encuentra  su  razón  de  ser,  en  el  desgaste  que  para 
la administración de justicia reportan aquellas quejas o informaciones de 



las cuales un simple examen permite  concluir la ausencia  de  un  
fundamento  mínimo que permita o motive la puesta en marcha del 
aparato jurisdiccional a través de una indagación preliminar, como en 
el caso que se analiza, donde de una lectura del escrito allegado, no se 
puede inferir de los señalamientos que realiza el señor Medellín Garzón 
en su escrito de queja, la existencia de falta disciplinaria en contra de los 
Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali pues las 
afirmaciones allí contenidas carecen de concreción y precisión, y no 
contienen valoraciones  objetivas,  ni  presupuestos  fácticos  para  inferir  
la  ocurrencia  de hechos concretos.(...)” 
 

En este sentido, la decisión inhibitoria se entiende como la facultad que tiene la 
jurisdicción  disciplinaria  de  abstenerse  de  iniciar  la  actuación  puesto que, 
de hacerlo, las labores investigativas implicarían un desgaste para la 
administración de justicia no justificado. 
 
Se  debe  precisar entonces,  que  a  través  de  una  queja  se  denuncian  ante  
la  autoridad competente las irregularidades en que incurren los servidores 
públicos a efecto de que se  inicie la correspondiente  investigación disciplinaria 
y se  apliquen los correctivos que sean del caso. Se trata por lo tanto de un 
mecanismo  a través del cual se impulsa la actuación disciplinaria, cuya finalidad 
consiste en la “la prevención  y  buena  marcha  de  la  gestión  pública,  así  
como  la  garantía  del cumplimiento de los fines y funciones del Estado en 
relación con las conductas de los servidores públicos que los afecten o pongan 
en peligro” 
 
Ahora  bien,  aplicando  los  anteriores  postulados  al  caso  sub  examine,  pasa  
a verse  por  esta  Sala  Unitaria  si  existen  motivos  para iniciar  una  
investigación disciplinaria, analizando entonces las pruebas allegadas al 
presente plenario. 
 
Frente al caso concreto, despues de realizar la lectura del difuso e irrespetuso 
escrito de queja, esta Sala infiere que el señor quejoso se duele por una decision 
tomada dentro del incidente de desacato 2020-00118 por el titular del Juzgado 
03 de Familia de Oralidad de Cali. 
 
La anterior apreciacion surge en virtud del analisis del memorial suscrito por el 
señor QUINTERO MESA, pues en el escrito farragoso no se logra identificar la 
presunta falta o faltas disciplinarias que pudo cometer el titular del despacho 
querellado, pues el quejoso fundamenta su escrito teniendo en cuenta unica y 
exclusivamente su apreciacion subjetiva, haciendolo incluso de forma 
indecorosa 
 
Es importante precisar que, resulta infundado y un despropósito pretender que se 
investigue y sancione disciplinariamente a un funcionario judicial por lo que el quejoso 
estime es violatorio del derecho, al no estar de acuerdo con las decisiones proferidas. 
 
Y es que las sentencias judiciales, como todo acto de ser humano, pueden ser objeto 
de críticas, reparos y desaprobación, sin que ello edifique per se que se ha incurrido 
en falta disciplinaria y haga merecedor al operador de justicia de un reproche desde 
este ámbito, cuando a esta Comisión le está vedado obrar como una tercera instancia 
para cuestionar la valoración que realizan los operadores de justicia, además de 
respetar los principios Constitucionales. 
 
Lo anterior obedece al principio de la autonomía funcional de los jueces, que 



mediante  Sentencia de Tutela T-238 de 2011,  Honorable Corte Constitucional indica 
lo siguiente: 
 

(…) “Esa línea jurisprudencial, que en lo esencial se ha mantenido invariable, se inicia 
con la sentencia C-417 de 1993 (M. P. José Gregorio Hernández Galindo), en la que 
a propósito de cuestionamientos que entonces se hicieron respecto de la 
exequibilidad de una norma disciplinaria vigente desde antes de la Constitución de 
1991, la Corte efectuó esta trascendental reflexión: 
 
“La responsabilidad disciplinaria de jueces y magistrados no puede abarcar el campo 
funcional, esto es el que atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del 
derecho según sus competencias. Por consiguiente, el hecho de proferir una 
sentencia judicial en cumplimiento de la función de administrar justicia no da 
lugar a acusación ni a proceso disciplinario alguno. Si se comprueba la comisión 
de un delito al ejercer tales atribuciones, la competente para imponer la sanción es la 
justicia penal en los términos constitucionales y no la autoridad disciplinaria. Ello 
resulta de la autonomía garantizada en los artículos 228 y 230 de la 
Constitución.” (Negrillas no son del texto original). 
 

Igualmente, respecto a la autonomía e independencia del juez, esta misma sentencia 
refiere:   
 

(…) “La gran importancia de la función judicial, e incluso la celosa protección del 
derecho de acceder a ella resultan vacíos e inútiles, si no se garantizan de igual manera 
la autonomía e independencia de los jueces, reconocidas y relievadas también por 
varios preceptos constitucionales y por los tratados internacionales sobre la materia. En 
suma, los operadores judiciales deben ser autónomos e independientes, pues sólo así 
los casos puestos a su conocimiento podrán ser resueltos de manera imparcial, 
aplicando a ellos los mandatos abstractamente definidos por el legislador, de tal modo 
que verdaderamente se cumpla la esencia de la misión constitucional de administrar 
justicia”. 
 

Por consiguiente, no procede sanción disciplinaria cuando en ejercicio de la 
autonomía funcional el Juez, interpreta normas jurídicas y adopta decisiones con 
base en esa interpretación, al respecto: 
 

(…) “Por regla general, no es posible procesar ni sancionar disciplinariamente a los 
jueces y Magistrados que en ejercicio de su autonomía funcional interpreten las normas 
jurídicas y adopten decisiones con base en tales interpretaciones. Como consecuencia 
de esta consideración, se entiende entonces que todas aquellas decisiones en las que 
so pretexto de ejercer la función disciplinaria se cuestionen los criterios a partir de los 
cuales los jueces dictan sus providencias, o el contenido de éstas, violan el derecho al 
debido proceso de los funcionarios así cuestionados y constituyen una extralimitación 
en el ejercicio de la susodicha potestad disciplinaria. Encuentra la Sala que la equívoca 
decisión de los Magistrados tutelantes no carece de razonabilidad, y que por el 
contrario, constituiría un válido ejercicio interpretativo en ejercicio de la autonomía 
judicial que les es inherente. Esta consideración excluye entonces la posibilidad de que 
ese acto procesal pueda ser cuestionado dentro del ámbito disciplinario, y menos aún, 
de que a partir de él se deduzca incumplimiento del deber de eficiencia que de manera 
general incumbe a todos los servidores judiciales y se imponga entonces una sanción 
disciplinaria, como aquella de la que fueron objeto los Magistrados”. 

 
Así las cosas, ante lo difuso de los hechos narrados por el señor quejoso, teniendo 
en cuenta que en los mismos no se presentan hechos relevantes que permitan 
determinar la comisión de una falta disciplinaria, así como lo refiere el artículo 212 de 
la ley 1952 de 2019, al decir: 
 



“ARTÍCULO 212. FINES Y TRÁMITE DE LA INVESTIGACIÓN. La investigación 
tendrá como fines verificar la ocurrencia de la conducta, determinar si es 
constitutiva de falta disciplinaria o si se ha actuado al amparo de una causal de 
exclusión de la responsabilidad. 
Para el adelantamiento de la investigación, el funcionario competente hará uso de 
los medios de prueba legalmente reconocidos y podrá, a solicitud del vinculado, 
oírlo en versión libre. 
La investigación se limitará a los hechos objeto de denuncia, queja o iniciación 
oficiosa y los que le sean conexos.” (Texto subrayado por la sala)” 

 
Dicho esto, ante la irrelevancia de los hechos para lograr determinar una falta 
disciplinaria y respetando los principios constitucionales previamente citados, se 
inhibirá la sala de adelantar actuación alguna, tal y como lo prevé el citado artículo 
209 de la ley 1952 de 2019. 
 
En mérito de lo expuesto, el suscrito señor MAGISTRADO EN SALA UNITARIA 
DE LA COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL 
CAUCA, en cumplimiento de sus funciones Constitucionales y Legales 
 
 

RESUELVE 
 
 

PRIMERO: INHIBIRSE DE INICIAR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA, en 
contra del JUEZ TERCERO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE CALI, por  lo  
expuesto  en  la  parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: Contra la presente providencia no procede recurso alguno y no hace 
tránsito a cosa juzgada material. 

 
COMUNIQUESE Y CUMPLASE. 

 
 

(Firmado electrónicamente) 
LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 

MAGISTRADO 
 

(Firmado electrónicamente) 
GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

SECRETARIO GENERAL 

 

Firmado Por:

Luis Hernando Castillo Restrepo

Magistrado

Comisión Seccional

De 003 Disciplina Judicial



Cali - Valle Del Cauca
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DESPACHO No. 3 –COMISION SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 

DEL VALLE DEL CAUCA 
SALA UNITARIA 

 
 

MAG. INVESTIGADOR:    DR. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 
 
 

RADICADO NO.  76-001-25-02-000-2023-00500-00 
 
 

APROBADO EN ACTA NO. 055 

 
 

Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 
 
 

OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO 
 

Procede  la Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca  en Sala 
Unitaria, a analizar la queja disciplinaria interpuesta por el señor OSCAR 
FERNANDO QUINTERO MESA en contra del JUZGADO 04 CIVIL DEL CIRCUITO 
DE CALI al tenor de lo dispuesto por la Ley 1952 de 2019 (CGD),  a fin de  establecer  
si  existe  merito o no para inhibirse, indagar previamente o aperturar investigación 
disciplinaria. 
 

SITUACIÒN FACTICA 
 

Mediante comunicacion electrónica del 06 de marzo de 20231, se allego escrito 
de queja en el que se manifesto lo siguiente: 
 
“Exceso de ritual manifiesto, la o el empleado del despacho judicial, recibe un salario 
para hacer el trabajo por el que firmó el contrato, no trabajo para él o ella y no es un 
simple espectador, debe justificar el salario que se gana. 
  
en primer lugar, no tengo por qué hacer su trabajo, me tiene que demostrar que 
agotó los medios para hacerme llegar la información, además le pagan un salario 
para que trabaje y justifique lo que se gana, la voy a denunciar por exceso de ritual 
manifiesto, la voy a obligar a que me paguen su salario y me va a demostrar que 

me garantizó la igualdad de de defensa ante las partes” (Sic). 
 

COMPETENCIA 
 

Esta H. Corporación es  competente  para  conocer  de  las  investigaciones 
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disciplinarias  en  contra  de  los  abogados,  funcionarios  (jueces  y  fiscales)  y 
empleados  adscritos  a la Rama Judicial,  al tenor de  lo dispuesto en  el  artículo 
257 A de la Constitución Política, que dispone: 
 
“ARTICULO 257A. <Artículo  "adicionado"  por  el  artículo19del  Acto  Legislativo  
2 de 2015. El nuevo texto es el siguiente:> La Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial ejercerá la función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial. 
 
<Apartes tachados INEXEQUIBLES, el aparte subrayado corresponde   a la 
corrección introducida en cumplimiento de la Sentencia C-285-16>. Estará 
conformada  por  siete  Magistrados,  cuatro  de  los  cuales  serán elegidos por 
el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial 
Consejo Superior de la Judicatura previa convocatoria pública reglada 
adelantada  por  la  Gerencia  de la Rama Judicial,  y  tres  de  los  cuales 
serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Presidente 
de la República,  previa convocatoria  pública  reglada.  Tendrán  periodos  
personales  de ocho  años,  y  deberán  cumplir  con  los  mismos  requisitos  
exigidos  para  ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Los  Magistrados  de  la  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  no  podrán  
ser reelegidos.  
 
Podrá  haber  Comisiones  Seccionales  de  Disciplina  Judicial  integradas  como  
lo señale la ley.  
 
La  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  será  la  encargada  de  examinar  
la conducta y sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, 
en la instancia que señale la ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a 
un Colegio de Abogados.  
 
PARÁGRAFO. La  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  y  las  Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de 
acciones de tutela.  
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los  Magistrados  de  la  Comisión  Nacional  
de Disciplina  Judicial  deberán  ser  elegidos  dentro  del  año  siguiente  a  la  
vigencia  del presente acto legislativo. Una vez posesionados, la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial asumirá los procesos disciplinarios de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo   Superior   de   la   Judicatura.   Los   
actuales   Magistrados   de   la   Sala Jurisdiccional  Disciplinaria  del  Consejo  
Superior  de  la  Judicatura,  ejercerán  sus funciones hasta el día que se 
posesionen los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina  Judicial.  Las  
Salas  Disciplinarias  de  los  Consejos  Seccionales  de  la Judicatura serán 
transformadas en Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial. Se  
garantizarán  los  derechos  de  carrera  de  los  Magistrados  y  empleados  de  
las salas   disciplinarias   de   los   Consejos   Seccionales   de   la   Judicatura   
quienes continuarán conociendo de los procesos a su cargo, sin solución de 
continuidad.”  
 
El Capítulo IV de la Ley 1952 de 2019, establece lo que se considera como falta 
disciplinaria, indicando al respecto:  
 
“Artículo 26. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, 
da lugar  a  la  imposición  de  la  sanción  disciplinaria  correspondiente  la  



incursión  en cualquiera de las conductas previstas en este código que conlleven 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto de  intereses,  sin  estar  amparado  
por  cualquiera  de  las  causas  de  exclusión  de responsabilidad contempladas 
en esa ley.” 
 
Por otra parte, el artículo 244 de la Ley 1952 de 2.019 modificado por el artículo 
63 de  la Ley 2094 de 2.021, señala: “Funcionario  competente para proferir 
las providencias.  Los  autos  interlocutorios,  excepto  el  auto  de  terminación, 
y los de sustanciación, serán dictados por el   magistrado   sustanciador. El auto 
de terminación, y la sentencia serán dictadas por la respectiva Sala. (...)”. 
 
Es de anotar que al momento de proferirse esta decisión se encuentra en 
vigencia la  Ley  1952  de  2.019  o  CGD  (29  de  marzo  de  2.022),  luego  se  
debe  ajustar  el procedimiento a lo establecido en el artículo 209, ibídem. 
 
Acreditada la competencia, es necesario realizar el análisis de los fundamentos 
expuestos  en  el  escrito  de  queja,  para  verificar  si  hay  mérito  para  abrir 
investigación  disciplinaria  formal  en virtud  de  la  queja interpuesta por el señor 
OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA en contra del JUZGADO 04 CIVIL DEL 
CIRCUITO DE CALI. 
 
SOLUCIÒN DEL CASO 
 
Sea lo primero precisar que a través de una queja se denuncian ante la  
autoridad competente,  las irregularidades  en  que  incurren  los  servidores 
públicos a efecto de que se inicie la correspondiente investigación disciplinaria y 
se apliquen los correctivos que sean del caso. 
 
Sin embargo, no necesariamente toda información conlleva el inicia de una 
investigación disciplinaria, pues al encontrarse radicada en cabeza del Estado 
la titularidad de la acción disciplinaria, “su  formulación  no  se  traduce  en  el 
inicio  automático  de  la  investigación  disciplinaria,  sino  en  el  hecho  
de facultar a las autoridades competentes para ejercer dicha acción con 
miras a  determinar  el  mérito  de  la  queja,  y  si  es  del  caso,  a  iniciar  
las indagaciones e investigaciones que se consideren pertinentes” 
(subrayado fuera del texto) Sentencia T–412 de 2006 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
 
En tal sentido el Artículo 209 de la Ley 1952 de 2019, dispone que: 
 
“Articulo 209. Decisión Inhibitoria. Cuando la información o queja sea 
manifiestamente temeraria o se  refiera  a  hechos  disciplinariamente  
irrelevantes o  de  imposible ocurrencia o sean presentados de manera 
absolutamente inconcreta o difusa, o cuando la acción  no  pueda  iniciarse, 
el  funcionario  de  plano  se  inhibirá  de  iniciar  actuación alguna. Contra 
esta decisión no procede recurso alguno.” 
 
Al respecto, ha precisado nuestra superioridad funcional que: 
 

“(...)  Esta  figura  encuentra  su  razón  de  ser,  en  el  desgaste  que  para 
la administración de justicia reportan aquellas quejas o informaciones de 
las cuales un simple examen permite  concluir la ausencia  de  un  
fundamento  mínimo que permita o motive la puesta en marcha del 
aparato jurisdiccional a través de una indagación preliminar, como en 



el caso que se analiza, donde de una lectura del escrito allegado, no se 
puede inferir de los señalamientos que realiza el señor Medellín Garzón 
en su escrito de queja, la existencia de falta disciplinaria en contra de los 
Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali pues las 
afirmaciones allí contenidas carecen de concreción y precisión, y no 
contienen valoraciones  objetivas,  ni  presupuestos  fácticos  para  inferir  
la  ocurrencia  de hechos concretos.(...)” 
 

En este sentido, la decisión inhibitoria se entiende como la facultad que tiene la 
jurisdicción  disciplinaria  de  abstenerse  de  iniciar  la  actuación  puesto que, 
de hacerlo, las labores investigativas implicarían un desgaste para la 
administración de justicia no justificado. 
 
Se  debe  precisar entonces,  que  a  través  de  una  queja  se  denuncian  ante  
la  autoridad competente las irregularidades en que incurren los servidores 
públicos a efecto de que se  inicie la correspondiente  investigación disciplinaria 
y se  apliquen los correctivos que sean del caso. Se trata por lo tanto de un 
mecanismo  a través del cual se impulsa la actuación disciplinaria, cuya finalidad 
consiste en la “la prevención  y  buena  marcha  de  la  gestión  pública,  así  
como  la  garantía  del cumplimiento de los fines y funciones del Estado en 
relación con las conductas de los servidores públicos que los afecten o pongan 
en peligro” 
 
Ahora  bien,  aplicando  los  anteriores  postulados  al  caso  sub  examine,  pasa  
a verse  por  esta  Sala  Unitaria  si  existen  motivos  para iniciar  una  
investigación disciplinaria, analizando entonces las pruebas allegadas al 
presente plenario. 
 
Frente al caso concreto, despues de realizar la lectura del difuso e irrespetuso 
escrito de queja, esta Sala infiere que el señor quejoso se duele por la decisión 
en la que se rechazo la acción de tutela con radicado 2023-00053 proferida por 
el Juzgado 04 Civil de Circuito de Cali. 
 
La anterior apreciacion surge en virtud del analisis del memorial suscrito por el 
señor QUINTERO MESA, pues en el escrito farragoso no se logra identificar la 
presunta falta o faltas disciplinarias que pudo cometer el titular del despacho 
querellado, pues el quejoso fundamenta su escrito teniendo en cuenta unica y 
exclusivamente su apreciacion subjetiva, haciendolo incluso de forma desafiante 
e indecorosa. 
 
Asi las cosas, resulta infundado y un despropósito pretender que se investigue y 
sancione disciplinariamente a un funcionario judicial por lo que el quejoso estime es 
violatorio del derecho, al no estar de acuerdo con las decisiones proferidas. 
 
Y es que las sentencias judiciales, como todo acto de ser humano, pueden ser objeto 
de críticas, reparos y desaprobación, sin que ello edifique per se que se ha incurrido 
en falta disciplinaria y haga merecedor al operador de justicia de un reproche desde 
este ámbito, cuando a esta Comisión le está vedado obrar como una tercera instancia 
para cuestionar la valoración que realizan los operadores de justicia, además de 
respetar los principios Constitucionales. 
 
Lo anterior obedece al principio de la autonomía funcional de los jueces, que 
mediante  Sentencia de Tutela T-238 de 2011,  Honorable Corte Constitucional indica 
lo siguiente: 
 



(…) “Esa línea jurisprudencial, que en lo esencial se ha mantenido invariable, se inicia 
con la sentencia C-417 de 1993 (M. P. José Gregorio Hernández Galindo), en la que 
a propósito de cuestionamientos que entonces se hicieron respecto de la 
exequibilidad de una norma disciplinaria vigente desde antes de la Constitución de 
1991, la Corte efectuó esta trascendental reflexión: 
 
“La responsabilidad disciplinaria de jueces y magistrados no puede abarcar el campo 
funcional, esto es el que atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del 
derecho según sus competencias. Por consiguiente, el hecho de proferir una 
sentencia judicial en cumplimiento de la función de administrar justicia no da 
lugar a acusación ni a proceso disciplinario alguno. Si se comprueba la comisión 
de un delito al ejercer tales atribuciones, la competente para imponer la sanción es la 
justicia penal en los términos constitucionales y no la autoridad disciplinaria. Ello 
resulta de la autonomía garantizada en los artículos 228 y 230 de la 
Constitución.” (Negrillas no son del texto original). 
 

Igualmente, respecto a la autonomía e independencia del juez, esta misma sentencia 
refiere:   
 

(…) “La gran importancia de la función judicial, e incluso la celosa protección del 
derecho de acceder a ella resultan vacíos e inútiles, si no se garantizan de igual manera 
la autonomía e independencia de los jueces, reconocidas y relievadas también por 
varios preceptos constitucionales y por los tratados internacionales sobre la materia. En 
suma, los operadores judiciales deben ser autónomos e independientes, pues sólo así 
los casos puestos a su conocimiento podrán ser resueltos de manera imparcial, 
aplicando a ellos los mandatos abstractamente definidos por el legislador, de tal modo 
que verdaderamente se cumpla la esencia de la misión constitucional de administrar 
justicia”. 
 

Por consiguiente, no procede sanción disciplinaria cuando en ejercicio de la 
autonomía funcional el Juez, interpreta normas jurídicas y adopta decisiones con 
base en esa interpretación, al respecto: 
 

(…) “Por regla general, no es posible procesar ni sancionar disciplinariamente a los 
jueces y Magistrados que en ejercicio de su autonomía funcional interpreten las normas 
jurídicas y adopten decisiones con base en tales interpretaciones. Como consecuencia 
de esta consideración, se entiende entonces que todas aquellas decisiones en las que 
so pretexto de ejercer la función disciplinaria se cuestionen los criterios a partir de los 
cuales los jueces dictan sus providencias, o el contenido de éstas, violan el derecho al 
debido proceso de los funcionarios así cuestionados y constituyen una extralimitación 
en el ejercicio de la susodicha potestad disciplinaria. Encuentra la Sala que la equívoca 
decisión de los Magistrados tutelantes no carece de razonabilidad, y que por el 
contrario, constituiría un válido ejercicio interpretativo en ejercicio de la autonomía 
judicial que les es inherente. Esta consideración excluye entonces la posibilidad de que 
ese acto procesal pueda ser cuestionado dentro del ámbito disciplinario, y menos aún, 
de que a partir de él se deduzca incumplimiento del deber de eficiencia que de manera 
general incumbe a todos los servidores judiciales y se imponga entonces una sanción 
disciplinaria, como aquella de la que fueron objeto los Magistrados”. 

 
Así las cosas, ante lo difuso de los hechos narrados por el señor quejoso, teniendo 
en cuenta que en los mismos no se presentan hechos relevantes que permitan 
determinar la comisión de una falta disciplinaria, así como lo refiere el artículo 212 de 
la ley 1952 de 2019, al decir: 
 

“ARTÍCULO 212. FINES Y TRÁMITE DE LA INVESTIGACIÓN. La investigación 
tendrá como fines verificar la ocurrencia de la conducta, determinar si es 



constitutiva de falta disciplinaria o si se ha actuado al amparo de una causal de 
exclusión de la responsabilidad. 
Para el adelantamiento de la investigación, el funcionario competente hará uso de 
los medios de prueba legalmente reconocidos y podrá, a solicitud del vinculado, 
oírlo en versión libre. 
La investigación se limitará a los hechos objeto de denuncia, queja o iniciación 
oficiosa y los que le sean conexos.” (Texto subrayado por la sala)” 

 
Dicho esto, ante la irrelevancia de los hechos para lograr determinar una falta 
disciplinaria y respetando los principios constitucionales previamente citados, se 
inhibirá la sala de adelantar actuación alguna, tal y como lo prevé el citado artículo 
209 de la ley 1952 de 2019. 
 
En mérito de lo expuesto, el suscrito señor MAGISTRADO EN SALA UNITARIA 
DE LA COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL 
CAUCA, en cumplimiento de sus funciones Constitucionales y Legales 
 
 

RESUELVE 
 
 

PRIMERO: INHIBIRSE DE INICIAR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA, en 
contra del JUZGADO 04 CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI, por  lo  expuesto  en  la  
parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: Contra la presente providencia no procede recurso alguno y no hace 
tránsito a cosa juzgada material. 

 
COMUNIQUESE Y CUMPLASE. 

 
 

(Firmado electrónicamente) 
LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 

MAGISTRADO 
 

(Firmado electrónicamente) 
GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 
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DESPACHO No. 3 –COMISION SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 

DEL VALLE DEL CAUCA 
SALA UNITARIA 

 
 

MAG. INVESTIGADOR:    DR. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 
 
 

RADICADO NO.  76-001-25-02-000-2023-00528-00 
 
 

APROBADO EN ACTA NO. 055 
 
 

Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 
 
 

OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO 
 

Procede  la Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca  en Sala 
Unitaria, a analizar la queja disciplinaria interpuesta por el señor OSCAR 
FERNANDO QUINTERO MESA en contra del funcionario POR DETERMINAR al 
tenor de lo dispuesto por la Ley 1952 de 2019 (CGD),  a fin de  establecer  si  existe  
merito o no para inhibirse, indagar previamente o aperturar investigación disciplinaria. 
 
 

SITUACIÒN FACTICA 
 
 

Mediante comunicacion electrónica del 03 de febrero de 20231, el señor 
QUINTERO MESA, reenvía para conocimiento y ejercicio del derecho de 
defensa y contradicción, la comunicación electrónica del 02 del mismo mes y 
año, a través de la cual el Juzgado 01 Penal del Circuito con Funciones de 
Conocimiento de Cali le notificó la decisión de avocamiento de la acción de tutela 
que el mismo presentó en contra de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y oros, – radicado 2023-00012-, afirmando con fundamento en una 
consideración la Corte Constitucional sobre el debido proceso y el conjunto de 
garantías que establece, que el Juez ya hacía una flagrante violación al mismo 
y a la homologación de los tratados internacionales a que Colombia y los Jueces 
estaban obligados a acatar, con repercusiones inmediatas, por lo cual, tanto el 
titular del despacho, doctor DAVID ALBERTO VIVEROS LÓPEZ como la 
secretaria del despacho, doctora LUCESO OSSA DAVID, con ese acto 
(notificarle la decisión de avocamiento de la acción constitucional), habían 
incurrido en tratos discriminantes, arbitrarios y dolosos en su contra y de los 
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accionados y en la protección que con las pruebas debió dar “Ricardo Pérez”, 
yendo en contra de lo mismo que predicaban, por lo que “Todos los jueces de 
Colombia violan el artículo que citó”.   
 
Posteriormente, mediante comunicación electrónica del 15 de febrero de 2023, 
que se repartió como queja (2023-00611) y se dispuso incorporar a esta 
averiguación por conexidad, frente a la notificación del fallo de tutela de primera 
instancia, el mencionado dice que denuncia al Juez por fraude e impugnaba la 
decisión de primera instancia.  
 
 

COMPETENCIA 
 
 

Esta H. Corporación es  competente  para  conocer  de  las  investigaciones 
disciplinarias  en  contra  de  los  abogados,  funcionarios  (jueces  y  fiscales)  y 
empleados  adscritos  a la Rama Judicial,  al tenor de  lo dispuesto en  el  artículo 
257 A de la Constitución Política, que dispone: 
 
“ARTICULO 257A. <Artículo  "adicionado"  por  el  artículo19del  Acto  Legislativo  2 de 
2015. El nuevo texto es el siguiente:> La Comisión Nacional de Disciplina Judicial ejercerá 
la función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial. 
 
<Apartes tachados INEXEQUIBLES, el aparte subrayado corresponde   a la corrección 
introducida en cumplimiento de la Sentencia C-285-16>. Estará conformada  por  siete  
Magistrados,  cuatro  de  los  cuales  serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas 
enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial Consejo Superior de la Judicatura previa 
convocatoria pública reglada adelantada  por  la  Gerencia  de la Rama Judicial,  y  tres  
de  los  cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el 
Presidente de la República,  previa convocatoria  pública  reglada.  Tendrán  periodos  
personales  de ocho  años,  y  deberán  cumplir  con  los  mismos  requisitos  exigidos  para  
ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Los  Magistrados  de  la  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  no  podrán  ser 
reelegidos.  
 
Podrá  haber  Comisiones  Seccionales  de  Disciplina  Judicial  integradas  como  lo señale 
la ley.  
 
La  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  será  la  encargada  de  examinar  la 
conducta y sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia 
que señale la ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a un Colegio de Abogados.  
 
PARÁGRAFO. La  Comisión  Nacional  de  Disciplina  Judicial  y  las  Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de acciones de 
tutela.  
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los  Magistrados  de  la  Comisión  Nacional  de 
Disciplina  Judicial  deberán  ser  elegidos  dentro  del  año  siguiente  a  la  vigencia  del 
presente acto legislativo. Una vez posesionados, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial 
asumirá los procesos disciplinarios de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo   
Superior   de   la   Judicatura.   Los   actuales   Magistrados   de   la   Sala Jurisdiccional  
Disciplinaria  del  Consejo  Superior  de  la  Judicatura,  ejercerán  sus funciones hasta el 
día que se posesionen los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina  Judicial.  Las  
Salas  Disciplinarias  de  los  Consejos  Seccionales  de  la Judicatura serán transformadas 
en Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial. Se  garantizarán  los  derechos  de  
carrera  de  los  Magistrados  y  empleados  de  las salas   disciplinarias   de   los   Consejos   
Seccionales   de   la   Judicatura   quienes continuarán conociendo de los procesos a su 
cargo, sin solución de continuidad.”  



 
El Capítulo IV de la Ley 1952 de 2019, establece lo que se considera como falta 
disciplinaria, indicando al respecto:  
 
“Artículo 26. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar  a  
la  imposición  de  la  sanción  disciplinaria  correspondiente  la  incursión  en cualquiera de 
las conductas previstas en este código que conlleven incumplimiento de deberes, 
extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de  intereses,  sin  estar  
amparado  por  cualquiera  de  las  causas  de  exclusión  de responsabilidad contempladas 
en esa ley.” 

 
Por otra parte, el artículo 244 de la Ley 1952 de 2.019 modificado por el artículo 
63 de  la Ley 2094 de 2.021, señala: “Funcionario  competente para proferir 
las providencias.  Los  autos  interlocutorios,  excepto  el  auto  de  terminación, 
y los de sustanciación, serán dictados por el   magistrado   sustanciador. El auto 
de terminación, y la sentencia serán dictadas por la respectiva Sala. (...)”. 
 
Es de anotar que al momento de proferirse esta decisión se encuentra en 
vigencia la  Ley  1952  de  2.019  o  CGD  (29  de  marzo  de  2.022),  luego  se  
debe  ajustar  el procedimiento a lo establecido en el artículo 209, ibídem. 
 
Acreditada la competencia, es necesario realizar el análisis de los fundamentos 
expuestos  en  el  escrito  de  queja,  para  verificar  si  hay  mérito  para  abrir 
investigación  disciplinaria  formal  en virtud  de  la  queja interpuesta por el señor 
OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA en contra del funcionario POR DEFINIR 
 
SOLUCIÒN DEL CASO 
 
Sea lo primero precisar que a través de una queja se denuncian ante la  
autoridad competente,  las irregularidades  en  que  incurren  los  servidores 
públicos a efecto de que se inicie la correspondiente investigación disciplinaria y 
se apliquen los correctivos que sean del caso. 
 
Sin embargo, no necesariamente toda información conlleva el inicia de una 
investigación disciplinaria, pues al encontrarse radicada en cabeza del Estado 
la titularidad de la acción disciplinaria, “su  formulación  no  se  traduce  en  el 
inicio  automático  de  la  investigación  disciplinaria,  sino  en  el  hecho  
de facultar a las autoridades competentes para ejercer dicha acción con 
miras a  determinar  el  mérito  de  la  queja,  y  si  es  del  caso,  a  iniciar  
las indagaciones e investigaciones que se consideren pertinentes” 
(subrayado fuera del texto) Sentencia T–412 de 2006 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
 
En tal sentido el Artículo 209 de la Ley 1952 de 2019, dispone que: 
 
“Articulo 209. Decisión Inhibitoria. Cuando la información o queja sea 
manifiestamente temeraria o se  refiera  a  hechos  disciplinariamente  
irrelevantes o  de  imposible ocurrencia o sean presentados de manera 
absolutamente inconcreta o difusa, o cuando la acción  no  pueda  iniciarse, 
el  funcionario  de  plano  se  inhibirá  de  iniciar  actuación alguna. Contra 
esta decisión no procede recurso alguno.” 
 
Al respecto, ha precisado nuestra superioridad funcional que: 
 

“(...)  Esta  figura  encuentra  su  razón  de  ser,  en  el  desgaste  que  para 
la administración de justicia reportan aquellas quejas o informaciones de 



las cuales un simple examen permite  concluir la ausencia  de  un  
fundamento  mínimo que permita o motive la puesta en marcha del 
aparato jurisdiccional a través de una indagación preliminar, como en 
el caso que se analiza, donde de una lectura del escrito allegado, no se 
puede inferir de los señalamientos que realiza el señor Medellín Garzón 
en su escrito de queja, la existencia de falta disciplinaria en contra de los 
Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali pues las 
afirmaciones allí contenidas carecen de concreción y precisión, y no 
contienen valoraciones  objetivas,  ni  presupuestos  fácticos  para  inferir  
la  ocurrencia  de hechos concretos.(...)” 
 

En este sentido, la decisión inhibitoria se entiende como la facultad que tiene la 
jurisdicción  disciplinaria  de  abstenerse  de  iniciar  la  actuación  puesto que, 
de hacerlo, las labores investigativas implicarían un desgaste para la 
administración de justicia no justificado. 
 
Se  debe  precisar entonces,  que  a  través  de  una  queja  se  denuncian  ante  
la  autoridad competente las irregularidades en que incurren los servidores 
públicos a efecto de que se  inicie la correspondiente  investigación disciplinaria 
y se  apliquen los correctivos que sean del caso. Se trata por lo tanto de un 
mecanismo  a través del cual se impulsa la actuación disciplinaria, cuya finalidad 
consiste en la “la prevención  y  buena  marcha  de  la  gestión  pública,  así  
como  la  garantía  del cumplimiento de los fines y funciones del Estado en 
relación con las conductas de los servidores públicos que los afecten o pongan 
en peligro” 
 
Ahora  bien,  aplicando  los  anteriores  postulados  al  caso  sub  examine,  pasa  
a verse  por  esta  Sala  Unitaria  si  existen  motivos  para iniciar  una  
investigación disciplinaria, analizando entonces las pruebas allegadas al 
presente plenario. 
 
Tal como se señaló en los antecedentes del caso la comunicación que, al 
parecer, da origen a la inconformidad del señor QUINTERO MESA, es la 
comunicación del 02 de febrero de 2023, por medio de la cual el Juzgado Primero 
Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento en el que se le puso de 
presente: 
 
“Buenas tardes,  
 
Se envía oficio de comunicación avocamiento de tutela en contra de la CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS; DR CARLOS CRESPO FERNÁNDEZ 
COMO PRESIDENTE DEL COMITÉ DE ADMISIONES INTERNACIONALES DE LA 
ESCUELA DE LA SOCIEDAD DE ALTOS ESTUDIOS JURÍDICOS DE SAEJEE; 
DRA.DANIELA QUINTERO DIRECTORA DE ADMISIONES; MINISTERIO DE 
EDUCACION y LA UNIVERSIDAD UNISABANETA. RADICADO 2023-00012  
 
Se remite la demanda de tutela con anexos para que las accionadas ejerzan su derecho de 
defensa.  
 
Así mismo se envía copia del Auto que avoca conocimiento de la tutela y niega la medida 
provisional solicitada por el accionante.  
 
Igualmente, se la indica al accionante que debe tener un trato respetuoso con este 
Despacho y su titular como quiera que las decisiones tomadas dentro del trámite tutelar son 
actuaciones hechas dentro de sus facultades legales y constitucionales, en su autonomía 
judicial y en ningún momento el despacho ha actuado de manera irrespetuosa con el señor 
Oscar Fernando Quintero Mesa.  



 
De otra parte, siempre este Juzgado ha estado presto a cualquier información solicitada por 
las entidades disciplinarias de la rama judicial en pro de demostrar que se actúa conforme 
a la Ley por ello se envía copia de este trámite a la Comisión Disciplinaria de la Rama 
Judicial.  
 
Atentamente,  
 
Juzgado Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento Cali – Valle” 
 
 
Concretamente, el fundamento de esa decisión fue que: “Una vez revisada 

minuciosamente el contenido de la demanda de tutela y al no recibir por parte del accionante 
los motivos por los cuales solicita medida provisional, el despacho considera que no nos 
encontramos frente a una urgencia inmediata, ni se evidencia que se deba evitar un 
perjuicio cierto e inminente; no hay fundamentos en la solicitud de la medida provisional 
alegadas por el accionante no acreditan ni indican la necesidad de decretarla, ni surge la 
existencia de perjuicio irremediable, no hay prueba de lo indicado. Por ello atendiendo al 
procedimiento preferente y sumario que tiene la Acción de Tutela el cual presenta un 
término perentorio para fallarse, considera el despacho NO necesario ordenar la medida 
preventiva solicitada, habida cuenta que se hace necesario escuchar a las entidades 
accionadas haciendo uso del derecho de defensa que le asiste.”2 

 
 
El artículo 7º del Decreto 2591 de 1991 dispone: 
 
“ARTÍCULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. Desde la presentación de 
la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, 
suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, 
para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere 
procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 
La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud 
por el medio más expedito posible. 
El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad 
encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos 
realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. 
El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier 
momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado.” 

 
 
Más adelante, se observa que el 15 de febrero de 2023 se le notificó la decisión 
de tutela emitida dentro del asunto radicado 2023-00012, al cual respondió 
afirmando que: “El juez me amenazó porque no actuó como la ley ordena, al no 
hacerlo es un delincuente amparando delincuentes, quee demuestre que actuó 
como un subordinado jerárquico acatando la constitución y ley.  Exijo la 
destitución y que el defensor del pueblo tenga que asumir mi defensa como 
disminuido físico, Psiqico y económico. Persona de especial protección 
constitucional, amenazado por un juez porque le he demostrado que no actúa 
como la ley y la Constitución lo ordena (…)” (sic a todo lo trascrito) 
 
Ninguna de esas situaciones se observan en la decisión de tutela3, en la cual se 
resolvió declarar improcedente el amparo deprecado al considerar también que 
“…no se evidencia exista vulneración a derecho fundamental alguno por parte 
de las entidades accionadas; y por falta de competencia territorial respecto de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Dr. Carlos Crespo Fernández 
como presidente del Comité de Admisiones Internacionales de la Escuela de la 
Sociedad de Altos Estudios Jurídicos SAEJEE con sede en España, a Daniela 

                                                           
2 Archivo 005 del expediente electrónico. 
3 ibídem 



Quintero Directora Admisiones de la misma Saejee, la embajada de España y la 
Defensoría Asociada con sede en Venezuela.  
(…) 
Por ultimo es importante indicar que estando el término para fallar la presente 
acción de tutela se recibe al correo electrónico pruebas y solicitudes del 
accionante para vincular a otras entidades que no tienen nada que ver con los 
hechos de la demanda de tutela recibida por este Despacho; son entidades que 
fueron vinculadas y que forman parte de otros trámites de tutela, de denuncias 
penales que se están adelantando en la Fiscalía General de la Nación, de queja 
disciplinarias y otro infinidad de procesos judiciales a los que ha acudido el 
accionante, pretendiendo con ello revivir asuntos que ya fueron resueltos, u otros 
que se están llevando el debido proceso, y que este Juez Constitucional no 
podría inmiscuirse en ellos por falta de competencia…” 
 
De lo anterior se desprende que por parte del titular del Juzgado 01 Penal del 
Circuito de Cali se le realizó un llamado de atención al accionante, ahora 
quejoso, lo que éste a su vez, de manera irrespetuosa responde calificándolo de 
delincuente, exigiendo su destitución y la protección de unos derechos, sin 
ningún respaldo probatorio, ni concretar qué conductas por parte del funcionario 
judicial se enmarcarían dentro de esa conducta contraria al Estatuto 
Deontológico de la Administración de Justicia, lo que imposibilita avocar y/o dar 
curso a una investigación disciplinaria bajo esas escuetos señalamientos.  
 
Y es que desde ningún punto de vista puede admitirse como una irregularidad 
procesal, por vulneración al ejercicio de derecho de defensa y contradicción y 
menos aún una falta disciplinaria, el hecho de que un funcionario o empleado 
judicial le comuniquen al accionante y accionado dentro de un trámite 
constitucional los fundamentos de derecho por los cuales se determinó avocar 
el conocimiento de la misma, menos aún los argumentos bajo los cuales se 
determinó negar la concesión de la medida provisional que se impetró o de las 
pretensiones principales de la acción constitucional, puesto ello queda bajo la 
discrecionalidad, autonomía e independencia que en el desempeño de las 
funciones ejercen los servidores judiciales.  
 
En efecto, el Constitucional y Legal de la autonomía funcional de los jueces, 
determina que: 
 

(…) “Esa línea jurisprudencial, que en lo esencial se ha mantenido invariable, se inicia 
con la sentencia C-417 de 1993 (M. P. José Gregorio Hernández Galindo), en la que 
a propósito de cuestionamientos que entonces se hicieron respecto de la 
exequibilidad de una norma disciplinaria vigente desde antes de la Constitución de 
1991, la Corte efectuó esta trascendental reflexión: 
 
“La responsabilidad disciplinaria de jueces y magistrados no puede abarcar el campo 
funcional, esto es el que atañe a la autonomía en la interpretación y aplicación del 
derecho según sus competencias. Por consiguiente, el hecho de proferir una 
sentencia judicial en cumplimiento de la función de administrar justicia no da 
lugar a acusación ni a proceso disciplinario alguno. Si se comprueba la comisión 
de un delito al ejercer tales atribuciones, la competente para imponer la sanción es la 
justicia penal en los términos constitucionales y no la autoridad disciplinaria. Ello 
resulta de la autonomía garantizada en los artículos 228 y 230 de la 
Constitución.” (Negrillas no son del texto original – T-238 de 2011). 
 

Igualmente, respecto a la autonomía e independencia del juez, esta misma sentencia 
refiere:   



 
(…) “La gran importancia de la función judicial, e incluso la celosa protección del 
derecho de acceder a ella resultan vacíos e inútiles, si no se garantizan de igual manera 
la autonomía e independencia de los jueces, reconocidas y relievadas también por 
varios preceptos constitucionales y por los tratados internacionales sobre la materia. En 
suma, los operadores judiciales deben ser autónomos e independientes, pues sólo así 
los casos puestos a su conocimiento podrán ser resueltos de manera imparcial, 
aplicando a ellos los mandatos abstractamente definidos por el legislador, de tal modo 
que verdaderamente se cumpla la esencia de la misión constitucional de administrar 
justicia”. 
 

Por consiguiente, no procede sanción disciplinaria cuando en ejercicio de la 
autonomía funcional el Juez, interpreta normas jurídicas y adopta decisiones con 
base en esa interpretación, al respecto: 
 

(…) “Por regla general, no es posible procesar ni sancionar disciplinariamente a los 
jueces y Magistrados que en ejercicio de su autonomía funcional interpreten las normas 
jurídicas y adopten decisiones con base en tales interpretaciones. Como consecuencia 
de esta consideración, se entiende entonces que todas aquellas decisiones en las que 
so pretexto de ejercer la función disciplinaria se cuestionen los criterios a partir de los 
cuales los jueces dictan sus providencias, o el contenido de éstas, violan el derecho al 
debido proceso de los funcionarios así cuestionados y constituyen una extralimitación 
en el ejercicio de la susodicha potestad disciplinaria. Encuentra la Sala que la equívoca 
decisión de los Magistrados tutelantes no carece de razonabilidad, y que por el 
contrario, constituiría un válido ejercicio interpretativo en ejercicio de la autonomía 
judicial que les es inherente. Esta consideración excluye entonces la posibilidad de que 
ese acto procesal pueda ser cuestionado dentro del ámbito disciplinario, y menos aún, 
de que a partir de él se deduzca incumplimiento del deber de eficiencia que de manera 
general incumbe a todos los servidores judiciales y se imponga entonces una sanción 
disciplinaria, como aquella de la que fueron objeto los Magistrados”. 

 
Así las cosas, si el motivo de inconformidad del señor QUINTERO MESA lo 
constituye que se haya avocado la acción constitucional que él mismo presentó, en 
contra de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y otros, radicada bajo el 
número 2023-00012 y que en la misma providencia se hubiese despachado 
negativamente la solicitud de medida provisional que al parecer presentó, teniendo 
en cuenta que son hechos que no determinan la relevancia disciplinaria necesaria 
para  hechos relevantes que permitan determinar la comisión de una falta 
disciplinaria, así como lo refiere el artículo 212 de la ley 1952 de 2019, al decir: 
 

“ARTÍCULO 212. FINES Y TRÁMITE DE LA INVESTIGACIÓN. La investigación 
tendrá como fines verificar la ocurrencia de la conducta, determinar si es 
constitutiva de falta disciplinaria o si se ha actuado al amparo de una causal de 
exclusión de la responsabilidad. 
Para el adelantamiento de la investigación, el funcionario competente hará uso de los 
medios de prueba legalmente reconocidos y podrá, a solicitud del vinculado, oírlo en 
versión libre. 
La investigación se limitará a los hechos objeto de denuncia, queja o iniciación oficiosa 

y los que le sean conexos.” (Texto subrayado por la sala)” 
 
Dicho esto, ante la irrelevancia de los hechos para lograr determinar una falta 
disciplinaria y respetando los principios constitucionales previamente citados, se 
inhibirá la sala de adelantar actuación alguna, tal y como lo prevé el citado artículo 
209 de la ley 1952 de 2019. 
 



En mérito de lo expuesto, el suscrito señor MAGISTRADO EN SALA UNITARIA 
DE LA COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL 
CAUCA, en cumplimiento de sus funciones Constitucionales y Legales 
 
 

RESUELVE 
 
 

PRIMERO: INHIBIRSE DE INICIAR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA en 
contra del TITULAR DEL JUZGADO 01 PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIONES 
DE CONOCIMIENTO DE CALI, por  lo  expuesto  en  la  parte motiva de esta 
providencia. 
 
SEGUNDO: Contra la presente providencia no procede recurso alguno y no hace 
tránsito a cosa juzgada material. 

 
 
 

COMUNIQUESE Y CUMPLASE. 
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